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1.	 Introducción

Las normas, más allá de ser imperativos que condicionan conductas para establecer el ordena-
miento en una sociedad, deben ser consideradas como instrumentos contextualizados que sirven 
para el progreso y desarrollo de las personas. En particular, las normas contenidas en el Código 
Civil de cada nación desempeñan un papel crucial en la organización y funcionamiento de las 
interacciones entre los miembros de una sociedad, garantizando así los derechos individuales, la 
seguridad jurídica y el desarrollo económico.

En este contexto, el presente análisis busca evidenciar cómo un simple cambio legal puede tener 
consecuencias jurídicas que trascienden los sistemas previamente adoptados, generando posibles 
implicancias en el funcionamiento de las instituciones y efectos económicos significativos en la 
sociedad.

Esto se manifiesta cuando nos referimos a una de las pocas modificaciones realizadas al artículo 
2014 del Código Civil Peruano desde su vigencia, modificación que ha tenido importantes impli-
cancias en el derecho registral peruano, la protección de derechos en el sistema de transferencias 
de propiedad y, especialmente, en los costos de transacción asociados a los actos y formalidades 
requeridos para las transacciones inmobiliarias.

2.	 Detalles preliminares de la modificación normativa

2.1.	 Aspectos generales relacionados el artículo 2014 del Código Civil

2.1.1.	 ASPECTOS GENERALES E IMPORTANCIA DEL ARTÍCULO 2014 DEL CÓDIGO CIVIL

El Código Civil peruano fue promulgado mediante el Decreto Legislativo N.º 295, norma que se 
promulgó el 24 de julio de 1984, es decir, hace más de 40 años. Aunque su vigencia se generó con 
posterioridad (el 14 de noviembre del mismo año), podríamos considerar que, al haber alcanzado 
una madurez (si la comparamos con la longevidad humana), podría no ser el más adecuado para 
nuestra época, especialmente considerando la rápida evolución en ciertos ámbitos del desarrollo 
humano. Sin embargo, sigue vigente y, desde nuestra perspectiva, sigue siendo funcional. Claro 
está, podría mejorar, siempre y cuando se realicen modificaciones específicas en algunos de sus 
más de dos mil artículos.

Como es de conocimiento público, el Código Civil ha experimentado múltiples modificaciones a lo 
largo de su existencia. Hoy nos centraremos en una que consideramos importante y trascenden-
te, ya que tiene grandes implicancias en la contratación, formalización y protección de derechos 
patrimoniales.

En este contexto, consideramos relevante expresar nuestra opinión sobre la utilidad de las nor-
mas. Desde nuestra perspectiva, el derecho, más allá de ser un conjunto de normas organizadas 
sistemáticamente que regulan conductas para establecer un orden en la sociedad, debe ser un 
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instrumento al servicio de las personas para su desarrollo y progreso. En este sentido, muchos 
opinan que las normas deben considerarse como herramientas que las personas pueden utilizar 
en una sociedad. Por esta razón, deben ser económicamente viables, sencillas, comprensibles y de 
fácil acceso y conocimiento, aspectos que no siempre se cumplen en la práctica dentro del sistema 
jurídico peruano.

En ese contexto, nuestro Código Civil contempló la incorporación del artículo 2014, el cual cons-
tituye, desde nuestra perspectiva, la piedra angular en la protección de derechos inscritos. En 
este artículo se desarrolla el principio de buena fe pública registral, mediante el cual se protege 
al adquiriente que contrata confiando en la información publicitada en el Registro, hasta lograr la 
inscripción del derecho transado1. Ante ello, para algunos tratadistas, termina siendo el sustento 
de la eficacia del registro, como por ejemplo lo afirma Gonzales Loli, quien indica que la fe pública 
registral “confiere una garantía de seguridad jurídica plena a quien (...) adquiere e inscribe un dere-
cho”2, aspecto que también ha sido considerado por la jurisprudencia de la Corte Suprema, donde 
se ha afirmado que este principio (recogido en el artículo 2014 del Código Civil) constituye en todo 
sistema registral, la medula central de su estructura y la expresión más clara de los alcances de la 
protección que el Registro brinda al tráfico patrimonial3.

En ese sentido, según nuestra opinión, este artículo genera dos relevancias distintas:

i.	 Por un lado, como se ha descrito, protege al tercero que inscribió su derecho o contrato 
confiando en el contenido del Registro.

ii.	 Por otro lado, complementa la importancia y relevancia jurídica del Registro en nuestro 
sistema de transferencias de propiedad. Dota al Registro, como la alternativa ofrecida por 
nuestro sistema jurídico, de mayor oponibilidad y protección de los derechos prediales.

El principio de fe pública registral, recogido en el artículo 2014, es uno de los pilares de 
todo el andamiaje de protección que otorga el Registro a los titulares de derechos inscri-
tos. Además, constituye una garantía para los futuros titulares y potenciales adquirientes.

2.1.2.	 DETALLES GENÉRICOS DE LA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 2014 DEL CÓDIGO CIVIL

Desde que entró en vigencia del Código Civil, el articulo 2014 no tuvo modificaciones, hasta la 
promulgación de la Ley 30313 – Ley de oposición al procedimiento de inscripción registral en 
trámite y cancelación del asiento registral por suplantación de identidad o falsificación de docu-
mentación y modificatoria de los artículos 2013 y 2014 del código civil y de los artículos 4 y 55 y 

1  Un ejemplo claro del alcance este principio se puede apreciar en lo expresado por la exposición de motivos del Código Civil, donde se establece que “si 
una persona adquiere derechos de otra, que en el registro aparece con derecho para otorgarlo e inscribe su adquisición, está en camino, pero solo en camino, 
de convertirse en tercero registral y por lo tanto de ampararse en el principio de fe pública registral, logrará hacer a su derecho absolutamente inatacable 
por todos”.

2  GONZALES LOLI, Jorge Luis (2002). Comentarios al Nuevo Reglamento General de los Registros Públicos. Lima: Gaceta Jurídica, p. 69.

3  Indicado en la Casación N.º 3329-2014-Lima Norte. Considerando 9.
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la quinta y sexta disposiciones complementarias transitorias y finales del decreto legislativo 1049 
(en adelante, la “Ley 30313”)4.

Como su nombre lo describe, la Ley 30313, se promulgo principalmente con la finalidad de mo-
dificar ciertos procedimientos de carácter registral, que permitan a los particulares poder tener 
herramientas legales para combatir, parar y/o frustrar actos delictivos y fraudulentos relacionados 
con la transferencia de predios. En efecto, para muchos el objetivo que generó la promulgación de 
la Ley 30313 era combatir el fraude inmobiliario, que se había generado, principalmente, por los 
actos de ilícitos penales y de fraudes inmobiliarios ocasionados por la red de criminal de Rodolfo 
Orellana o “Red Orellana”. 

Como bien indica Jesús Cornejo Arizmendi5, una de las especialidades delictivas de esta red cri-
minal era la apropiación fraudulenta de predios particulares. Para lograrlo, creaban relaciones 
contractuales fraudulentas, donde un testaferro se atribuía falsamente la propiedad de un pre-
dio para luego vendérselo a otro testaferro (adquiriente). Todos estos actos de transferencia se 
formalizaban ante un notario. Los documentos resultantes contenían cláusulas arbitrales, lo que 
permitía, con el objetivo de dar una apariencia legal más sólida, iniciar controversias en sede arbi-
tral. De esta manera, mediante el laudo arbitral que favorecía a alguna de las partes, se procedía 
a inscribir el derecho de propiedad en la partida registral del predio.

Una vez registrado el derecho, este era transferido en múltiples ocasiones y en lapsos cortos 
de tiempo a otros testaferros (personas naturales o jurídicas creadas exclusivamente para dicho 
fin). De esta manera, se convalidaba el derecho de propiedad transferido a lo largo del tiempo 
a particulares. El predio, cuya titularidad se encontraba registrada a nombre de un testaferro de 
la Red Orellana, se transfería luego a un tercer comprador. Este último le pagaba al mencionado 
testaferro el precio de venta correspondiente, obteniendo así las ganancias. 

Es evidente que, para la ejecución y modus operandi de la Red Orellana, se requería la partici-
pación o colusión de jueces, fiscales, notarios, árbitros y registradores. Tal vez, incluso funcio-
narios públicos relacionados con entidades vinculadas a la identificación personal estuvieron 
involucrados.

Se estima que esta red criminal operó durante casi diez años, acumulando un patrimonio ilícito 
de aproximadamente mil millones de dólares. En este contexto, a medida que los casos de fraude 
y corrupción pública relacionados con la red criminal se hicieron evidentes, nuestros legisladores 
optaron por modificar ciertas normas. Según su criterio, estas modificaciones podrían ayudar a 
combatir y mitigar el fraude inmobiliario. Entre las modificaciones se encuentra la reforma del 
artículo 2014 del Código Civil. 

De esta manera, muchos legisladores, motivados por la necesidad de establecer barreras legales 
adicionales para mitigar los actos de fraude y usurpación de derechos de propiedad, propusieron 

4  Esta ley entró en vigencia el 05 de marzo de 2015. 

5  En: https://idehpucp.pucp.edu.pe/wp-content/uploads/2012/07/comentario-caso-orellana.pdf.
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varios proyectos de ley6. Finalmente, estos proyectos culminaron en la promulgación de la Ley 
303137, que, entre otras cosas, modificó el texto y la regulación del artículo 2014.

2.2.	 Modificación especifica del artículo 2014 del Código Civil

Como lo hemos indicado, la modificación del artículo 2014 del código civil se gestó en año 2015, 
tras la promulgación de la Ley 303138. El siguiente cuadro muestra la comparación entre el texto 
entes y después de la modificación:

Artículo original Artículo vigente a la fecha, 
tras la modificación de la Ley N.º 30313

Artículo 2014. Principio de buena fe pública 
registral. -

El tercero que de buena fe adquiere a título one-
roso algún derecho de persona que en el registro 
aparece con facultades para otorgarlo, mantiene 
su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque 
después se anule, rescinda o resuelva el del otor-
gante por virtud de causas que no consten en los 
registros públicos. (*)

La buena fe del tercero se presume mientras no se 
pruebe que conocía la inexactitud del registro.

Artículo 2014. Principio de buena fe pública 
registral. -

El tercero que de buena fe adquiere a título one-
roso algún derecho de persona que en el registro 
aparece con facultades para otorgarlo, mantiene 
su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque 
después se anule, rescinda, cancele (*) o resuelva 
el del otorgante por virtud de causas que no cons-
ten en los asientos registrales y los títulos archi-
vados que lo sustentan. (*)

La buena fe del tercero se presume mientras no se 
pruebe que conocía la inexactitud del registro.

(*) Lo sombreado corresponde al texto modificado.

6  Para dichos propósitos se presentaron los siguientes proyectos de Ley: (i) Proyecto de Ley N.º 03849, del 09/10/2014, titulado “Ley que modifica el 
Decreto Legislativo 1049, respecto de las prohibiciones a notario”, (ii) Proyecto de Ley N.º 03848, de fecha 09/10/2014, titulado “Ley que modifica los 
artículos 2013 y 2014 del Código Civil y la quinta y sexta disposición complementaria transitoria y final del Decreto Legislativo 1049, Decreto Legislativo 
del Notariado”, (iii) Proyecto de Ley 03365, de fecha 10/04/2014, titulado “Ley que modifica el artículo 2014 del Código Civil”, (iv) Proyecto de Ley 
03350, de fecha 04/04/2014, titulado “Ley que previene el fraude en compra ventas al modificar los artículos 54 y 55 del Decreto Legislativo 1049, Ley 
del Notariado, y el artículo 2014 del Código Civil, Decreto Legislativo 295”, (v) Proyecto de Ley 03257, de fecha 12/03/2014, titulado “Ley que modifica el 
artículo 4 del Decreto Legislativo 1049, Decreto Legislativo del Notariado”, (vi) Proyecto de Ley 03029, de fecha 04/12/2013, titulado “Ley que modifica el 
Código Civil en lo relativo al principio de buena fe registral”, y (vi) Proyecto de Ley 02996, de fecha 26/11/2013, titulado “Ley que establece disposiciones 
vinculadas a la oposición al procedimiento de inscripción registral en trámite y cancelación del asiento registral por suplantación o falsificación, así como 
la modificación de los artículos 2013 y 2014 del Código Civil y de diversas normas del Decreto Legislativo 1049”. Detalles obtenidos del expediente virtual 
del Congreso de la Republica del Perú.

7  La Ley 30313 no solamente modificó el artículo 2014 del Código Civil, sino que también (i) precisó y modificó la naturaleza del procedimiento registral, 
(ii) reguló la oposición en el procedimiento de inscripción registral en trámite, (iii) reguló los supuestos especiales de cancelación de asientos registrales, 
(iv) modificó los artículos 2013 y 2014 del Código Civil, (v) modificó los artículos 4 y 55 del Decreto Legislativo 1049 (Decreto Legislativo del Notariado), y 
(vi) modificó la quinta y sexta de las disposiciones complementarias, transitorias y finales del Decreto Legislativo 1049 (Decreto Legislativo del Notariado). 

8  Cabe precisar que el Tribunal Constitucional, mediante la sentencia recaída en el Expediente 00018-2015-PI/TC, resolvió declarar infundada la demanda 
de inconstitucionalidad contra el artículo 5 y la primera disposición complementaria y modificatoria de la Ley 30313. Con ello, el Tribunal Constitucional ratifico 
la vigencia de esta Ley y confirmó los requisitos para que el tercero sea un tercer adquiriente de buena fe, precisando que se debería cumplir: (i) ser un tercero 
adquirente de derechos reales, (ii) ser adquirente de buena fe (tomando o conociendo lo que obra en el registro), (iii) un adquirente a título oneroso, (iv) 
adquirir derechos de una persona que aparece en los registros con derechos para entregarlo y (v) la inscripción del derecho.

http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/Contdoc02_2011_2.nsf/d99575da99ebfbe305256f2e006d1cf0/5b2122ae22a9058c05257cb6007a4c01/$FILE/PL03365100414.pdf
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Como se puede verificar en el cuadro anterior, se modificó la última parte del primer párrafo del 
artículo 2014, introduciendo “cancele” (…) y “en los asientos registrales y los títulos archivados que 
los sustenta”.

A simple vista pareciera algo simple, donde lo único que se intentaba era dar un mayor contenido 
al artículo 2014, sin embargo, las modificaciones —desde nuestra perspectiva y como pasaremos 
a explicar— significaron más que la incorporación de doce simples palabras. 

3.	 Conceptos generales necesarios para explicar  
las implicancias del cambio normativo

Para efectos de poder explicar las implicancias de lo que significó el cambio normativo del artículo 
2014, consideramos imperante tener claros ciertos conceptos relacionados con el derecho regis-
tral peruano. Ante ello, consideramos necesario poder tener clara la diferencia entre dos carac-
terísticas específicas de dos tipos de sistemas registrales según la doctrina registral: los sistemas 
registrales de transcripción y los sistemas registrales de inscripción. 

3.1.	 Sistemas registrales de transcripción

Como se sabe y es bien recogido por la doctrina registral, cada sistema tiene características e im-
plicancias distintas. Es en ese sentido que el Perú, y para el caso específico del Registro de Predios 
administrado por la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (“SUNARP”), adoptó un 
sistema de organización de “Folio Real”, el cual implica que, por cada predio, bien registrado o 
unidad inmobiliaria se inscribirá una sola e independiente partida registral (distinta de las demás), 
descartando la posibilidad de que dos predios o bienes se encuentren inscritos en una misma 
partida.

En ese sentido, en relación con los efectos que tiene la “inscripción registral”, los sistemas tienen 
ciertas características y/o distinciones. Por ejemplo, el sistema registral adoptado por Francia co-
rresponde a un registro de “transcripción”, donde el funcionario que hace las veces de registrador 
(denominado en Francia como “conservador de hipotecas”) transcribía o copiaba en su integridad 
el título o documento que sustenta el acto que se desea registrar. Claro está que, en la actualidad, 
en el moderno registro francés, ya no se trascribe la totalidad del documento o título, sino que se 
utiliza un sistema de archivamiento donde se forman volúmenes con los documentos presentados 
(encuadernándolos cuando se llega a un determinado número o tope).

De esta forma, la actividad del funcionario que verifica la transcripción o el ingreso de los docu-
mentos y/o títulos al registro se restringe casi al máximo9, siendo su actividad muy distinta a la de 
los registradores que hoy existen en el sistema registral peruano, los cuales, en virtud del principio 

9  En este tipo de sistemas la calificación registral solo se produce excepcionalmente, cuando, por ejemplo, se está al frente de un título de calificación 
de hipotecas, donde el Conservador sí debe comprobar los requisitos de forma y fondo para que pueda entrar el acto al registro (también se da ante 
titulación de entidades públicas, verificación de datos de las personas, verificación del tracto y concordancias entre características catastrales y registrales).
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de legalidad y/o de calificación, realizan un estudio y/o verificación de la validez del título y/o acto 
que un administrado requiere inscribir. Como se puede verificar, dicha la actividad de calificación 
registral10 (como la conocemos en nuestro sistema registral) se encuentra disminuida en un siste-
ma registral de transcripción como el francés.

Cabe precisar además que un registro con características de transcripción como el francés tiene 
implicancias específicas en la forma como la entidad registral otorga la publicidad de los actos y/o 
contratos que constan en sus registros. De esta forma, en un sistema registral de transcripción, 
para que los administrados puedan conocer la totalidad de las implicancias jurídicas en la vida le-
gal de un inmueble (conocer la titularidad, cargas, gravámenes, limitaciones al derecho de propie-
dad, las características del predio, entre otras), deberán verificar (en base a un fichero específico) 
la totalidad de los documentos previamente transcritos o archivados en el archivo registral para 
dicho propósito; en otras palabras, deberán revisar la totalidad de los documentos y/o títulos que 
se inscribieron con relación a ese específico inmueble. Evidentemente, generando de esta manera 
una carga de trabajo considerable, pues para saber con exactitud si se contrata sin contingencias 
en relación un bien, deberán realizar un estudio y verificación específica de la totalidad de los 
títulos o documentos específicos que obran en el archivo. En caso de que no se realicen estas ac-
ciones, cualquier impedimento, contingencia en el uso y/o limitación sobre el derecho contratado 
no podrá ser oponible al transferente. En ese contexto, es evidente que la carga de revisión y/o 
de verificación legal de los documentos que afectan un predio es mayor, y, ante ello, los costos de 
transacción11 en la contratación podrían también ir en la misma línea. 

3.2.	 Sistemas registrales de inscripción

En contraposición con los sistemas de transcripción, tenemos los sistemas de inscripción, en virtud 
de los cuales el acto de “inscribir” termina teniendo implicancias jurídicas adicionales. Este es el 
sistema registral adoptado por Alemania12, Suiza, España y también el Perú13, donde como caracte-
rística genérica podríamos indicar que el registro no solo garantiza la inoponibilidad de lo no ins-
crito, sino que, además, genera un aseguramiento legal de lo registrado por principios y/o normas 
registrales, debido específicamente a los efectos jurídicos que se le otorga a la publicidad registral.

10  Según el artículo 32 del TUO del Reglamento General de los Registros Públicos, la calificación registral implica “(…) c) Verificar la validez y la 
naturaleza inscribible del acto o contrato, así como la formalidad del título en el que éste consta y la de los demás documentos presentados. d) Comprobar que 
el acto o derecho inscribible, así como los documentos que conforman el titulo se ajustan a las disposiciones legales sobre la materia y cumplen los requisitos 
establecidos en dichas normas (…)”. 

11  Según lo regulado por Robert Cooter y Thomas Ulen, “Los costos de transacción son los costos del intercambio y este tiene tres pasos, Primero debe 
localizarse un socio para el intercambio, lo cual implica encontrar a alguien que desee comprar lo que se quiere vender o vender lo que se quiere comprar. 
Segundo, deberá llegarse a un arreglo entre las partes que intercambian. Este arreglo se logra mediante una negociación exitosa, lo que podría incluir la 
redacción de un convenio. Tercero, una vez celebrado un acuerdo, deberá ejecutarse. La ejecución implica monitorear el cumplimiento de las partes y castigar 
las violaciones del acuerdo. Podemos llamar a las tres formas de los costos de transacción en correspondencia con estos tres pasos de un intercambio; 1) 
costos de búsqueda, 2) costos del arreglo y 3) costos de la ejecución” (COOTER, Robert y ULEN, Thomas (1998): Derecho y Economía. México D. F.: Fondo 
de Cultura Económica, pp. 120-121).

12  Para muchos tratadistas, el sistema alemán es el sistema de inscripción por excelencia. En ese sentido se pronuncia Chico y Ortiz, quien precisa que 
en este sistema registral, al adoptar el sistema de inscripción, se genera un extracto de las circunstancias del título que ha de contener el asiento (Chico y 
Ortiz José María (2000): Estudio sobre Derecho Hipotecario. Madrid: Marcial Pons, tomo I, p. 58). 

13  Cabe precisar que el sistema registral peruano adopta la técnica de inscripción, la cual ha ido mutando en el tiempo (tomo y folios, fichas y partidas 
electrónicas). Hoy la inscripción se realiza en asientos dentro de una partida electrónica. El asiento corresponde a la concretización de la actividad de 
calificación de un registrado, donde se deberán consignar los datos relevantes del título, generando el resumen o extracto del acto o contrato que se 
inscribe (esto se encuentra regulado por el artículo 50 del TUO del Reglamento General de Registros Públicos).
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Este tipo de sistemas, como bien indica Tarazona Alvarado, “otorgan mayores seguridades al terce-
ro interesado para la adquisición de un bien, o para recibir uno como garantía, debido a la presun-
ción de exactitud de la información publicitada y a la protección que se le da al tercero que contrató 
de buena fe”14. Es por ello por lo que, en los sistemas de inscripción, la labor del registrador resulta 
ser relevante, pues el análisis y/o verificación de los documentos y/o título resulta crucial para 
definir qué actos ingresan al registro mediante la inscripción registral, y, en consecuencia, sobre 
qué acto inscrito recaerán totas las presunciones y beneficios legales que dicha inscripción otorga. 

En ese sentido, la calificación termina siendo una actividad de suma importancia en los procedi-
mientos registrales, pues de ella depende la correcta e idónea publicidad del acto y/o contrato 
que se inscriba. Ante ello, es importante tomar en consideración lo indicado por algunos autores 
en relación con la calificación registral. Sobre el tema, García y García señala que “la calificación 
consiste en el juicio de valor que hace el registrador con respecto a los documentos presentados (…) 
para determinar si se adaptan o no a la legalidad del ordenamiento jurídico (…)”15. Por otro lado, 
Pau Pedrón afirma que “la calificación es un presupuesto lógico de la eficacia del registro. La intensa 
eficacia del registro solo puede producirse por una previa calificación rigurosa”16.

Como se puede verificar los autores antes citados manifiestan su opinión en relación con la impor-
tancia que tiene la actividad calificadora, pues no solo corresponde a una verificación y/o análisis 
que realiza un registrador ante los documentos que conforman el título inscribible, sino que dicha 
actividad repercute en la eficacia de un registro jurídico. Cuanta mejor calificación registral, mayor 
precisión y mejor publicidad registral se generará en los actos y/o contratos que se inscriban, ya 
que solo podrán inscribirse actos que habrán sido evaluados por el filtro de legalidad necesario 
para que puedan gozar posteriormente de los efectos jurídicos (o beneficios de protección) que 
otorga el registro a los actos y/o contratos inscritos.

Adicionalmente a ello, es importante tener en consideración lo establecido por Ortiz Pasco17, 
quien afirma que la finalidad práctica de la calificación registral subyace en dos aspectos: (i) evitar 
el ingreso al archivo registral de documentos nulos, insuficientes y que no justifiquen conferirles 
efectos publicitarios, y (ii) cumplir con el principio fundamental de la seguridad jurídica, el cual 
equivale a lograr la mayor concordancia entre la realidad registral y la realizada extrarregistral. 

Es por tal motivo por lo que dicho acto (calificación) presupone un análisis y/o evaluación legal 
por parte del Registro, de la documentación presentada por las personas. En relación con ello, y 
en concordancia con lo expresado por GÓMEZ GÁLLIGO, podríamos definir la actividad de califi-
cación registral como aquella actividad de análisis que permite verificar diversos aspectos del acto 
o instrumento inscribible, en donde se someterán al juicio de valor del registrador, para concluir, 
después del análisis exhaustivo y en aplicación de las normas específicas, si el acto o contrato 

14  TARAZONA ALVARADO, Fernando (2010). El folio real y personal y su trascendencia en los Registros Jurídicos. En Manual de los procedimientos 
registrales. Lima: Gaceta Jurídica, p. 152.

15  GARCÍA y GARCÍA, José Manuel (1993). La función registral calificadora, la protección de los consumidores y la cláusula penal en los autos del 
presidente del tribunal Superior de Justicia de Cataluña. En Ponencias y Comunicaciones presentadas al IX Congreso Internacional de Derecho Registral. 
Madrid: Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España – Centro de Estudios Registrales, tomo I, p. 264.

16  PAU PEDRÓN, Antonio (1995). Curso de Práctica Registral. Madrid: Universidad Pontificia Comillas, p. 67.

17  Información extraída de http://www.cal.org.pe/pdf/diplomados/calificacion_registral.pdf.

http://www.cal.org.pe/pdf/diplomados/calificacion_registral.pdf
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puede tener acceso al archivo registral, o si, de existir vicios, se debe denegar en la práctica del 
asiento18.

Esta actividad (calificación) termina siendo entonces la garantía para que el Registro pueda pu-
blicitar actos y/o contratos válidos, lícitos y legales, generado de esta manera el mayor nivel de 
oponibilidad de dichos actos y/o contratos que logran quedar registrados en un registro jurídico19.

4.	 Implicancias específicas de la modificación  
del artículo 2014 en el sistema registral peruano

4.1.	 Características y aspectos legales relevantes antes de la modificación 
del artículo 2014

Ahora bien, habiendo repasado un poco las implicancias de las características de los sistemas 
registrales, podemos precisar que el cambio en la redacción del artículo 2014, desde nuestra opi-
nión, generó (de manera indirecta) un sustancial cambio en el sistema registral adoptado por el 
Perú, aspecto que pasaremos a explicar.

Como bien hemos indicado, los sistemas registrales de inscripción (sistema adoptado por el Perú), 
garantizan la inoponibilidad de lo no inscrito, especialmente por los efectos jurídicos que se le 
dota a la publicidad registral que los actos y/o contratos que entran al Registro20, generando de 

18  GÓMEZ GÁLLIGO, 2006: 93.

19  Este aspecto ha sido recogido por la jurisprudencia registral del Tribunal Registral, el cual en la Resolución N.º 1503-2010-SUNARP – TR (f.j. 9) ha 
indicado lo siguiente: 

“La calificación registral se realiza en el marco de los principios registrales, que constituyen los rasgos fundamentales que sustentan el derecho registral, 
delimitando de ese modo los alcances de la calificación registral. 

Así en virtud del principio de legalidad, contemplado en el primer párrafo del artículo 2011 del Código Civil y en el artículo V del Título Preliminar del 
Reglamento General de los Registros Públicos, establece que los Registradores y el Tribunal Registral, en sus respectivas instancias, califican la legalidad de 
los documentos en cuya virtud se solicita la inscripción, la capacidad de los otorgantes, y la validez del acto, por lo que resulta de ellos, de sus antecedentes 
y de los asientos de los registros públicos. 

Cabe resaltar que están dentro de los alcances de la calificación registral, no solo evaluar la legalidad de los documentos que se presentan al registro (título 
formal), sino también la “validez del acto” (título material), es decir tanto el Registrador y como el Tribunal Registral deberían tener en cuenta al momento 
de realizar el control de legalidad de los títulos ingresados al registro las normas generales de validez de los actos jurídicos, así como las específicas de cada 
contrato en particular”.

20  En la Resolución N.º 1387-2013-SUNARP-TR-L (f.j. 5), el Tribunal Registral se ha pronunciado sobre los efectos jurídicos de la publicidad registral de 
los actos registrados indicando: 

“En el mismo sentido, el artículo 2012 del Código Civil Señala que se presume sin admitir prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento 
del contenido de las inscripciones. Asimismo, el artículo II del Título Preliminar del Reglamento General de los Registros Públicos recoge el principio de 
publicidad formal, por el cual se establece que siendo el Registro público, se garantiza que toda persona acceda al conocimiento efectivo de las partidas 
registrales, y en general a que obtenga información del archivo registral, En virtud del referido principio registral de publicidad, se entiende que el contenido 
de los registros es de conocimiento general y se garantiza el efectivo conocimiento tanto de los asientos de inscripciones y de los títulos que les dieron origen, 
así como de los que se encuentran en trámite” (resaltado y subrayado nuestro).
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esta forma la tan ansiada “seguridad jurídica”21. Con ello, pues, un tercero que desea adquirir un 
predio se basará en la información pública, certera y vigente del registro para saber que está con-
tratando correctamente sobre dicho predio y con su titular.

Es por tal efecto que la razón o el objetivo principal de la existencia de un Registro (con especiali-
dad atención a un registro jurídico de Predios) es “publicitar” los actos, contratos o derechos que 
se inscriben, otorgando de esta forma seguridad jurídica. Ante ello, es claro entonces inferir que 
el efecto inmediato de la publicidad es otorgar la cognoscibilidad suficiente a la colectividad sobre 
el acto, bien o derecho sobre el cual se pretende contratar, lo cual a su vez genera predictibilidad 
con respecto de futuras transacciones. Dicha “predictibilidad” es entendida como la seguridad de 
que un acto determinado con implicancias jurídicas tendrá consecuencias jurídicas predecibles (o 
en otras palabras “seguridad otorgada por aplicación efectiva de la ley”)22. 

En esa línea argumentativa, y en el caso concreto del registro jurídico de predios (que corres-
ponde al registro donde se avoca el presente análisis), con la publicidad otorgada mediante la 
inscripción registral, se genera una adecuada oponibilidad de derechos, dando a conocer (o en 
otras palabras “publicitar”) la situación jurídica de los predios que se encuentran registrados, 
generando de esta forma, oponibilidad, cognoscibilidad, protección, delimitación de derechos 
y, así, seguridad jurídica. Gracias a estas garantías, los titulares de los derechos o bienes inscritos 
puedan utilizarlos como activos susceptibles de ser transados en el mercado, o más allá de su uso 
y/o utilización física.

En ese contexto, la redacción que tenía el artículo 2014 antes de su modificación tuvo algunas 
interpretaciones en relación de hasta donde un tercero diligente tenía que verificar el contenido 
del registro para contratar sobre un predio y estar resguardado por el principio de buena fe re-
gistral en caso logre inscribir, o en otras palabras, hasta donde abarca los efectos jurídicos de la 
publicidad registral otorgada por el Registro, sobre la cual, las personas tenían que enterarse para 
estar en un estado de diligencia en la contratación, y que la misma este protegida, ya que, por una 
entelequia jurídica se presume (sin admitir prueba en contrario) que todas las personas conocen 
el contenido del Registro23.

De esta forma, hasta antes de la modificación del artículo 2014, dicho aspecto fue altamente discu-
tido en la vía judicial (por interpretaciones de la Corte Suprema), así como en la vía administrativa 

21  Un concepto que consideramos muy adecuado sobre la “seguridad jurídica”, corresponde a lo indicado por Juan Luis Hernández Gazzo, quien indica: 
“La predictibilidad podemos explicarla como la situación en la cual los sujetos pueden conocer cuáles son las reglas de juego vigentes y, con cierta certeza, 
pueden confiar que estas no van a ser modificadas entre el momento de la toma de decisión y el de la ejecución. Estas reglas de juego las da el derecho y esa 
predictibilidad la otorga la seguridad jurídica” (resaltado nuestro). HERNÁNDEZ GAZZO, Juan Luis (1997). Seguridad Jurídica y Costos de transacción: 
Algunas distorsiones en el Código civil. Revista Derecho y Sociedad. Año VIII, N.º 12, Segunda Etapa, p. 18.

22  Para Gunther Gonzales Barrón las “funciones del registro son facilitar la prueba de los derechos, brindar información relevante y asegurar la eficacia de 
las adquisiciones”. Afirma además que “No existe nada más cercano al ciudadano y a sus relaciones patrimoniales que el registro (…) en mi concepto de las 
cosas, el Registro es una figura de seguridad jurídica con justicia” (GONZALES BARRÓN, Gunther Hernán (2002). Tratado de Derecho Registral Inmobiliario. 
Lima: Jurista Editores, p. 19).

23  Esto se encuentra regulado en el artículo 2012 del Código Civil, donde se indica que “Se presume sin admitir prueba en contrario, que toda persona 
tiene conocimiento del contenido de las inscripciones”. Este presupuesto ha sido también recogido, como principio base y segunda piedra angular de la 
protección que otorga el registro, en los acápites I y II del Título Preliminar del TUO del Reglamento de los Registros Públicos, en virtud de los cuales se 
desarrolla la materialización del principio de publicidad (Publicidad Material y Publicidad Formal). 
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por el órgano colegiado técnico de mayor nivel, es decir, el Tribunal Registral, y donde cada enti-
dad tenía interpretaciones distintas. 

La Corte Suprema, por ejemplo, emitió mucha jurisprudencia donde precisaba que la publicidad 
registral otorgada por el registro se extendía hasta el “título archivado”, o sea, aquel conjunto de 
documento que dieron mérito a la inscripción respectiva (i. e., escritura pública de compraventa, 
por ejemplo). Para la Corte Suprema, según la interpretación del texto original del artículo 2014, 
cuando dicho artículo se refería a “(…) por virtud de causas que no consten en los registros públi-
cos”, ello debía ser interpretado en conjunto con lo indicado por los artículos 108 y 127 del Texto 
Único Ordenado del Reglamento de los Registros Públicos24, y, por lo tanto, debería interpretarse 
que cuando el Código Civil se refería a “lo que no conste en registros públicos”, dicha frase debía 
entenderse como a toda información que no se encuentre en el archivo registral (el cual bajo las 
normas registrales incluye los títulos archivados). Claro está que si esta fuera la interpretación 
correcta y vigente, los costos de transacción para la verificación de una partida registral aumen-
tarían considerablemente, pues no solo se tendría que revisar la partida registral del predio que 
deseo adquirir, sino que se tendría que revisar la totalidad de los títulos (documentos) que dieron 
mérito a la inscripción de la totalidad de los asientos registrados, con lo cual se debería incurrir en 
mayores costos relacionados en la obtención de dichos documentos, y no solamente ello, sino que 
(en una interpretación extensiva) se debería obtener la totalidad de partidas y títulos archivados 
que puedan tener relación con el titular, y/o cualquier acto y/o contrato inscrito en la partida del 
predio, así como cualquier antecedentes a los mismos. Sostener ello implicaba que el tercero sería 
únicamente un tercer adquiriente de buena fe, siempre que haya verificado toda la información 
registral indicada en los asientos registrales y todos los títulos archivados que dieron mérito a la 
inscripción de dichos asientos.

Por el contrario, el Tribunal Registral, siendo el órgano colegiado especializado en temas relacio-
nados con el derecho y sistema registral peruano, tenía una posición distinta. El Tribunal Registral 
sostenía que la publicidad registral emana de la información registral que se encuentra en los 
asientos registrales inscritos en una partida registral y no de los títulos archivados que dieron 
mérito a dichos asientos. Ante ello, la posición del Tribunal Registral se sustenta de un análisis 
funcional de la publicidad registral, del valor que poseen los asientos registrales y de la actividad 
de calificación que poseen los registradores como funcionarios públicos. Se explica que la tarea 
de dar organización de la información relevante para dar certeza y seguridad a las relaciones 
jurídicas entre privados, así como de incentivar el tráfico económico, supone una actividad es-
pecializada de control de la existencia y legalidad de los actos y contratos, y de selección de los 
mismos, con el fin de que resulten relevantes para las actividades económicas de las personas. 
Esta labor es conferida a los registradores en su actividad de calificación de los títulos inscribibles 

24  El artículo 108 del TUO del Reglamento General de los Registros Públicos indica que “(…) El archivo registral está constituido por: (a) Las partidas 
registrales que constan en tomos, fichas movibles, discos ópticos y otros soportes magnéticos; (b) Los títulos que han dado mérito a las inscripciones 
conforme a lo establecido en el artículo 7, acompañados de la anotación de inscripción y de los documentos en los que consten las decisiones del registrador 
o del tribunal registral emitidos en el procedimiento registral, los informes técnicos y demás documentos expedidos en éste; (…)” (subrayado y sombreado 
nuestro).

El artículo 127 del TUO el Reglamento General de los Registros Públicos indica que “(…) Toda persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa 
y obtener del Registro, previo pago de las tasas registrales correspondientes: (a) La manifestación de las partidas registrales o exhibición de los títulos que 
conforman el archivo registral o que se encuentran en trámite de inscripción (…)”.
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que se solicitan a los Registros Públicos para su inscripción25. En esa línea argumentativa, añade 
el Tribunal Registral que los administrados no deberían realizar un nuevo análisis de los asientos 
registrados, verificando nuevamente la totalidad de documentos (títulos archivados) sobre los 
cuales se registraron, labor que ha sido conferida (bajo el sistema registral peruano) al Estado 
(vía los registradores como funcionarios públicos). Esta doble labor finalmente generará que los 
costos de transacción aumenten, reduciendo el valor de la inscripción y desincentivándola como 
un mecanismo efectivo de oponibilidad.

Como se puede ver, en dicho momento, existían argumentos válidos, con posturas sustentables en 
relación con los alcances de la publicidad registral, siendo —en nuestra opinión— la del Tribunal 
Registral las más acorde para el mercado y contexto peruano, un país donde los altos costos de 
transacción han mermado el acceso al registro y la protección que este genera sobre los derechos 
de propiedad26. 

4.2.	 Características y aspectos legales relevantes después de la modificación 
del artículo 2014

La modificación efectuada por la Ley 30313, termino de zanjar la discrepancia que existía entre la 
Corte Suprema y el Tribunal Registral relacionada con los alcances de la publicidad registral.

Como bien se indicó en líneas anteriores, el artículo 2014 quedó redactado de la siguiente manera:

“El tercero que de buena fe adquiere a título oneroso algún derecho de persona que en el registro 
aparece con facultades para otorgarlo, mantiene su adquisición una vez inscrito su derecho, aunque 
después se anule, rescinda, cancele (*) o resuelva el del otorgante por virtud de causas que no cons-
ten en los asientos registrales y los títulos archivados que lo sustentan. (*)

La buena fe del tercero se presume mientras no se pruebe que conocía la inexactitud del registro” 
(subrayado y enfatizado nuestro).

Como se puede verificar de la redacción del artículo, este se adaptó para los fines que perseguía 
la Ley 30313, modificando dos aspectos: (i) aumentó la palabra “cancelar” para poder articular el 
texto con la modalidad de cancelación administrativa de los asientos registrales, que también fue 
regulada por la Ley 30313, y (ii) precisó de manera expresa y textual que la protección del tercer 
adquiriente de buena fe se generará siempre que dicho tercero haya conocido (o revisado) los 
asientos registrales y los títulos archivados que dieron mérito a dichos asientos registrales de una 
partida electrónica respectiva.

25  Esta interpretación fue sustentada por el Tribunal Registral en múltiples resoluciones específicas: (i) Resolución N.º 396-2012-SUNARP-TR-T, (ii) 
Resolución N.º 082-2003-SUNARP-TR-T.

26  Cabe precisar que, según la ley de creación de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (Ley 26366), se establecieron cuatro garantías 
para el Sistema Nacional de los Registros Públicos: (i) la autonomía de sus funcionarios en el ejercicio de sus funciones registrales, (ii) la intangibilidad del 
contenido de los asientos registrales, salvo título modificatorio o sentencia judicial firme, (iii) la seguridad jurídica de los derechos de quienes se amparan 
en la fe del Registro, y (iv) la indemnización por los errores registrales, sin perjuicio de las demás responsabilidades que correspondan conforme a la ley.
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Ahora bien, sin perjuicio de algunos requisitos adicionales que la Corte Suprema pueda haber es-
tablecido para la aplicación de la protección instaurada en el artículo 2014 del Código Civil27, es de 
nuestra interpretación que con esta precisión no quedan dudas entonces de que la protección que 
otorga la inscripción registral ante un tercero (persona o administrado) que inscribe su derecho 
se gestará siempre que dicho tercero haya verificado fehacientemente el contenido de los títulos 
archivados que corresponden a los asientos Registrales de la partida registral del bien (predio) 
sobre el cual se está contratando. 

4.3.	 Consecuencias y efectos de la modificación del artículo 2014  
del Código Civil

4.3.1.	 CONSECUENCIAS EN EL SISTEMA REGISTRAL ADOPTADO POR EL PERÚ

En definitiva, la modificación ha generado que la publicidad registral para efectos de la protección 
del registro se extiende hasta el “título archivado”, con lo cual, desde nuestra perspectiva y de 
manera indirecta, se están modificando las características del sistema registral que adoptó el Perú. 

Afirmamos lo anterior porque esta modificación disminuye la relevancia jurídica del “asiento re-
gistral”, y, por ende, de la calificación que realiza el registrador a los actos y contratos que se solici-
tan inscribir. De esta manera, la “inscripción registral” pierde considerablemente efectos legales28, 
pues sus efectos (de manera indirecta) terminan siendo referenciales, perdiendo de esta manera 
su relevancia, pues si al final se requiere verificar el título archivado (es decir, el documento que 
sustenta el asiento), qué sentido tiene entonces revisar el asiento o prepararlo.

En esa línea argumentativa, podríamos inferir que la balanza que contiene el conjunto de carac-
terísticas de nuestro sistema registral (en relación con la protección de los derechos patrimoniales 
que se publicitan al entrar al registro), se ha inclinado un poco más hacia un sistema de “trans-
cripción”. Ello lo afirmamos porque, si para que una persona contrate diligentemente sobre un 
bien y se encuentre protegido por la oponibilidad que el Registro otorga tendrá que verificar la 
totalidad de los títulos archivados que obran en el archivo registral (que correspondan a la parti-
da registral del bien sobre el cual contrata), entonces bastará para la entidad administradora del 
Registro (en el caso peruano, la SUNARP), tal vez adopte mejor un sistema de fichero, donde cada 
persona pueda acceder a revisar y/o verificar el contenido de dichos documentos, y obviamente 
asumiendo los costos implicados que dicha revisión generará (i. e., costos en la visualización y/o 
expedición de los títulos archivados, y/o contratación de abogados especializados para que revi-
sen la totalidad de los documentos específicos).

27  Cabe precisar, además, que la Corte Suprema, mediante Casación N.º 3187-20123 – Cajamarca, ha establecido que la diligencia ordinaria mínima que 
se impone al comprador es el deber de verificar el estado actual del bien que adquiere y principalmente quién o quiénes son poseedores de él, pues en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 912 del Código Civil al poseedor de un bien se le reputa propietario mientras no se demuestre lo contrario. En ese 
sentido, el tercer adquiriente de buena fe deberá verificar, además, si su transferente tiene la posesión del bien o inmueble transado, pues de lo contrario 
no estará protegido por los alcances de este artículo. 

28  Indicamos considerablemente, pues no pierden todos los efectos jurídicos, incluso conservando los efectos jurídicos donde (para ciertos casos) la 
inscripción constituye derechos (i. e., constitución de hipotecas, inscripción del Régimen de propiedad horizontal, entre otros)
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Tal vez sería novedoso, por ejemplo, que la SUNARP, a raíz y en aplicación de las implicancias ju-
rídicas de la publicidad registral (debido al cambio normativo del artículo 2014), pueda terminar 
de implementar la transición del Sistema Informático Registral (“SIR”), utilizado hoy, al Sistema 
Automatizado de Registro Predial (“SARP”), utilizado por el antiguo Registro Predial Urbano (fu-
sionado hoy con el Registro de Predios), pues tal vez dicho cambio conversaría mejor con las 
funciones del registrador, el cual, para la inscripción, únicamente tendría que llenar datos en un 
sistema específico, el cual de manera automática generaría el asiento registral. Y esto obviamente 
reforzado con la creación de algún sistema digital que permita (con bajo costo) poder acceder a 
la revisión de la totalidad de los títulos archivados que obran en el Registro. 

4.3.2.	CONSECUENCIAS INSTITUCIONALES

Es evidente que todo tipo de cambio normativo debe traer consigo modificaciones en la gestión 
de las instituciones que tienen a su cargo funciones que directamente se encuentran relacionadas 
con dichos cambios normativos o actividades.

A raíz de la promulgación de la Ley 30313, y principalmente en relación con la coyuntura de frau-
des y colusiones debido a la Red Orellana, la SUNARP fue emitiendo ciertas regulaciones que per-
mitieron a los titulares de predios poder contar con algunas herramientas de índole administrativa 
para actuar preventivamente y/o reactivamente ante actos fraudulentos de falsificación y/o su-
plantación de documentación destinada a trasferir sus predios (i. e., la alerta registral, el bloqueo 
y tacha por falsedad documentaria, la paralización temporal de partidas registrales, oposición al 
procedimiento registral, entre otras).

En relación con ello, queda la duda de si tomando en consideración todas las alternativas y/o 
herramientas de índole administrativo que se ha ido emitiendo inteligentemente por la SUNARP, 
valía la pena reformar el código civil, o acaso el Estado no estaba enfocando correctamente el 
problema y los mecanismos para atacarlo. 

Sin perjuicio de ello, la SUNARP (principalmente en los últimos años, tal vez no motivados por el 
cambio normativo, pero sí por el asilamiento generado por la pandemia mundial ocasionada por 
el COVID-19) ha ido automatizándose para poder brindar un mejor servicio a efectos de materiali-
zar con mayor rapidez la publicidad registral. Ante ello, en los últimos años, (i) ha logrado moder-
nizar sus vías de acceso web para la publicidad registral en línea, (ii) ha habilitado la posibilidad 
de búsquedas por dirección de predios (aunque aún falta mejorar esta opción), (iii) ha habilitado 
sistemas vía web amigables y de fácil acceso que permiten el seguimiento de los procedimientos 
registrales y solicitudes de certificación registral, (iii) ha habilitado (aunque de manera limitada) la 
posibilidad de acceder de manera gratuita a la visualización de partidas registrales (algo que antes 
requería un costo adicional), (iv) ha habilitado (aunque aún falta mejorar) el sistema de visualiza-
ción de la base gráfica registral de partidas registrales de predios y, finalmente, (v) ha habilitado 
sistemas de inscripción virtual de títulos (principalmente para notarios y consulados).

Sin embargo, en relación con lo comentado, aún está pendiente la creación y/o habilitación de 
un sistema digital que permita (de manera segura y a bajo costo) poder tener acceso a los títulos 
archivados de una partida registral, justamente para materializar la posibilidad y el acceso de la 
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publicidad registral a las personas que desean contratar de manera segura y diligentemente sobre 
un determinado bien, en directa relación con lo hoy regulado por el artículo 2014 del Código Civil. 

4.3.3.	 CONSECUENCIAS ECONÓMICAS EN LA FORMALIZACIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD

Uno de los problemas socioeconómicos más trascendentales sobre los cuales siempre ha adole-
cido el Perú es la informalidad, especialmente en el ámbito predial. Muchos de estos problemas 
aún continúan existiendo hoy, y de esta forma, siguen siendo —en mayor o menor medida— los 
mismos que tenemos hace más de veinte años, tal vez debido principalmente a la falta de políticas 
públicas integrales de largo aliento.

A diferencia de la década de los 90, en los últimos veinte años se han dado pocos avances para 
combatir, mitigar y/o erradicar la informalidad predial que tanto daño le hace a la economía pe-
ruana. Los grandes avances que se gestaron (incluso ya a finales de la década de los 80 del siglo 
pasado), con los esfuerzos conjuntos entre instituciones estatales claves, como lo fue el Registro 
Predial Urbano, que implementó un sistema electrónico de registro novedoso y eficiente, la re-
ciente y novedosa Superintendencia Nacional de Registros Públicos, que unificó todos los registros 
jurídicos de propiedad inmueble en el Perú, y actuaciones de titulación masiva y gestión catastral 
gestionadas por la Comisión de Formalización de la Propiedad Informal (“COFOPRI”) y el Pro-
yecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural (“PETT”), hoy se ralentizaron o son casi 
nulos, lo cual devela que el Estado no tiene un rumbo definido con relación a las políticas públicas 
integrales destinadas a la formalización, consolidación y protección de los derechos de propiedad 
predial (y obviamente menos si hablamos de combatir bandas criminales que atacan el sistema 
y/o protección de derechos prediales).

En los últimos veinte años han existido avances y ciertos “chispazos” normativos, que, con buenas 
intenciones, buscan avanzar en el desarrollo del sistema de gestión y/o protección de derechos 
de propiedad; sin embargo, desde nuestra perspectiva, no han tenido el impacto ni el efecto es-
perado.

La corrupción y estafas masivas, según lo que hemos precisado en líneas anteriores, no favore-
cieron el avance en las políticas públicas destinadas a salvaguardar derechos. Todos los destapes 
relacionados con “Red Orellana” develaron lo frágil y corrompible que pueden ser los actores 
(personas e instituciones) involucrados en la cadena de procesos destinados a proteger y/o for-
malizar los derechos de propiedad.

Ello pues, y como lo hemos comentado, generó una serie de acciones normativas (principalmente 
motivadas por la SUNARP), destinadas a mitigar o prevenir fraudes inmobiliarios, pero sin atacar 
el problema de fondo. Estas modificaciones (y especialmente la analizada en el presente artícu-
lo) finalmente sirvieron de herramienta para mitigar los eventuales fraudes. Sin embargo, desde 
nuestra perspectiva, aumentaron considerablemente los costos de transacción, onerosidad en la 
contratación y los desincentivos a una cultura y/o concientización registral. Ello a la larga podría 
únicamente generar la desprotección de derechos de propiedad. 
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En resumen, hasta que el Estado no internalice la importancia y relevancia de permitir que su 
población utilice los activos inmobiliarios más allá de su propósito físico, no lograremos avanzar 
en los escalones económicos necesarios para alcanzar los objetivos de desarrollo (y menos aún 
con reformas mal concebidas de artículos tan trascendentales como los del Código Civil). De esta 
manera, si el Estado no dedica esfuerzos a desarrollar políticas públicas integrales a largo plazo 
(o, para algunos, programas sistémicos), es poco probable que algún cambio normativo tenga un 
impacto material en la formalización y protección de los derechos de propiedad. Las soluciones 
legales rápidas pueden sonar bien y, en ocasiones, tener efectos positivos a corto plazo, pero no 
alterarán la realidad predial. No debemos perder de vista el objetivo de tener un país con propie-
tarios que gocen de derechos seguros.

5.	Conclusiones

Desde la vigencia del Código Civil, el artículo 2014 no había sufrido modificaciones sustanciales 
hasta la promulgación de la Ley 30313. Esta ley se estableció principalmente para alterar ciertos 
procedimientos registrales, proporcionando a los ciudadanos herramientas legales eficaces para 
combatir, detener y/o prevenir actos delictivos y fraudulentos en la transferencia de propiedades. 
Dichos actos delictivos habían sido perpetrados por una red de delincuencia organizada liderada 
por Rodolfo Orellana.

Se calcula que la red criminal liderada por Rodolfo Orellana operó durante casi una década, acu-
mulando un patrimonio ilícito cercano a los mil millones de dólares. Ante la creciente evidencia 
de fraude y corrupción pública asociados a esta red, los legisladores decidieron modificar algunas 
normativas que, en su criterio, podrían contribuir a combatir y/o reducir el fraude inmobiliario. 
Entre estas medidas se incluye la modificación del artículo 2014 del Código Civil por la Ley 30313. 

La modificación del artículo 2014 generó un cambio en las características del sistema registral pe-
ruano, orientándolo hacia un sistema más parecido al de transcripción. En este sistema, el funcio-
nario que actúa como registrador transcribe íntegramente el título o documento que fundamenta 
el acto a registrar, o emplea (esto actualmente) un sistema de archivo en el que se organizan los 
documentos presentados en volúmenes.

La modificación del artículo 2014 del Código Civil estipula que la protección que el Registro ofre-
ce al tercer adquiriente que inscribe de buena fe se obtiene únicamente tras verificar no solo los 
asientos, sino también todos los títulos archivados de las partidas registrales. Es decir, los terceros 
contratantes que registren sus actos y/o contratos solo estarán protegidos por la oponibilidad que 
concede el registro si han verificado la totalidad de los títulos o documentos (contratos) que die-
ron mérito a los asientos de una partida registral respectiva.

En ese sentido, esta modificación, desde nuestra perspectiva, ha generado una variación en las 
características del sistema registral adoptado por el Perú, virando hacia un sistema más semejan-
te al de “transcripción”. Ante un sistema de transcripción, el funcionario que hace las veces de 
registrador transcribe en su integridad el título o documento que sustenta el acto que se desea 
registrar, o bien se utiliza un sistema de archivamiento donde se forman volúmenes con los docu-
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mentos presentados. En consecuencia, si por la modificación del artículo 2014 finalmente se tie-
nen que verificar los títulos archivados, es decir, todos los documentos o contratos que generaron 
las inscripciones, los asientos pierden relevancia, siendo lo principal la verificación de los títulos o 
documento que sustenta el acto, lo cual se asemeja a un régimen registral de transcripción.

Esta modificación (u otras que la SUNARP ha generado administrativamente) finalmente ha servi-
do como herramienta para mitigar los eventuales fraudes. Sin embargo, desde nuestra perspecti-
va, esto ha aumentado considerablemente los costos de transacción, la onerosidad en la contra-
tación y los desincentivos a una cultura y conciencia registral. A largo plazo, esto podría generar 
únicamente la desprotección de los derechos de propiedad. Sin perjuicio de ello, la SUNARP ha 
estado adaptándose como institución para hacer más accesible la publicidad de sus archivos regis-
trales a todos los privados. A pesar de haber avanzado considerablemente en los últimos años, to-
davía quedan automatizaciones e implementaciones por realizar.

Para lograr un desarrollo económico y la formalización de los derechos de propiedad, es esencial 
que el Estado establezca procedimientos y políticas públicas que permitan a la población utilizar 
sus predios más allá de su función física.  En muchas ocasiones, las soluciones legales rápidas 
(que no han sido debidamente analizadas, especialmente desde una perspectiva económica) pue-
den parecer efectivas, pero no alteran la situación subyacente del objetivo principal, que es pro-
teger los derechos de propiedad.


